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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del sentenciado ARNULFO GUTIÉRREZ GONZÁLEZ contra el auto interlocutorio proferido el diecisiete (17) de febrero del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de exoneración del pago de la caución prendaria, como requisito para acceder a la prisión domiciliaria.

2.- PROVIDENCIA 

Con ocasión de la condena impuesta por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira al señor ARNULFO GUTIERREZ GONZÁLEZ el treinta (30) de agosto de 2007, se le ordenó cancelar caución por valor de un salario mínimo legal mensual vigente, a efectos de poder disfrutar de la prisión domiciliaria. Posteriormente el apoderado del señor GUTIÉRREZ GONZÁLEZ, solicitó cambiar la caución prendaria impuesta, por caución juratoria; en tal sentido, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, mediante auto del diecisiete (17) de febrero de 2009, consideró que de acuerdo con las pruebas obrantes en el proceso, el sentenciado es una persona de 41 años, productiva laboralmente, propietario de un negocio que le permite cubrir no sólo los gastos de su propio grupo familiar, sino que le ayuda económicamente a su madre, por cuanto el negocio de panadería y la tienda que tiene, le generan buenos ingresos. Tal situación dejó clara su posibilidad de asumir el pago de la caución que le fue fijada en la sentencia, sin comprometer los recursos necesarios para su congrua subsistencia, al no encontrarse en un grado de pobreza extrema como el de los otros dos condenados del proceso. 

Con fundamento en esos argumentos, el señor juez ejecutor de la pena resolvió negar la petición de exoneración de pago de la caución prendaria, impuesta al señor GUTIÉRREZ GONZÁLEZ.

3.- RECURSO

Dentro del término hábil, el apoderado del sentenciado, manifestó su inconformidad con la negativa del Juzgado primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de cambiar la caución prendaria por la juratoria a favor de su prohijado, y en tal sentido apeló la decisión argumentando que el operador jurídico no es justo en el análisis, tanto del informe de la visita domiciliaria como de los conceptos subjetivos para pronunciarse.

Afirma que el Juez no tuvo en cuenta que su cliente no tiene casa, paga arriendo por un valor de $600.000 mensuales, tiene obligaciones con su hijo menor consanguíneo, con 2 hijos menores de su compañera y con otra hija que reside en España.

Considera que existió una falta al debido proceso, toda vez que del informe de la visitadora a la residencia de su cliente, no se le dio traslado a éste, como lo dice la ley; afirma que de habérsele dado traslado del mismo, se hubiera podido demostrar que no corresponde a la realidad, porque aunque su cliente administra una tienda, la misma no es aún de su propiedad, dado que en el momento se encuentra cancelando una deuda con el banco por valor de $11’000.000 y paga cuotas mensuales de $363.694.

Considera que en la valoración de las pruebas no se aplicó la sana crítica, su cliente no es rico, trabaja para obtener su subsistencia, la de su compañera y sus hijos, situación que no fue tenida en cuenta por el Juzgado.

Ataca la veracidad del informe presentado por la visitadora, acusándolo de temeridad, por lo que considera que el fallador toma como ciertos unos hechos falsos y no profundiza sobre otros que realmente son de la vivencia de su cliente, como los ya resaltados.

Conforme con lo previamente vertido, solicita revocar la providencia que deniega el cambio de la caución prendaria por la juratoria, y en su lugar se decrete “la nulidad” del informe de la visitadora social a la residencia para efectos de efectuar “una nueva” y se concedan a favor de su cliente los permisos que requiere para el abastecimiento de su tienda.

4.-  Para resolver, SE CONSIDERA

Esta Sala es competente para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión adoptada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dada su calidad de superior funcional, en los precisos términos señalados por el artículo 80 del Código de Procedimiento Penal del año 2000, bajo cuya égida se tramitó el proceso penal  en contra del sentenciado.

De cara a los planteamientos del apelante, debe decirse de una vez, que no pueden ser de recibo los argumentos presentados en su escrito, en cuanto pretende desvirtuar las razones por las cuales el juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta decidió negar la solicitud de exoneración de pago de la caución prendaria impuesta al señor GUTIÉRREZ GONZÁLEZ.

Las inconformidades manifestadas por el apoderado del sentenciado, se circunscriben a: (i) vulneración al debido proceso, por no habérsele dado traslado del informe que se presentó con ocasión de la visita domiciliaria realizada en la casa de su defendido; (ii) temeridad en la información consignada en el “Estudio Socio Familiar” presentado por la Trabajadora Social del Despacho; y (iii) problema de valoración probatoria, por no acatamiento de las reglas que informan la sana crítica.

En lo que hace con la pretendida vulneración al debido proceso, por no habérsele dado traslado del informe que se presentó con ocasión de la visita domiciliaria realizada en la casa de su defendido, debe tenerse en cuenta que tal y como lo expresó el juez primario, debido a que el apoderado del sentenciado no aportó prueba siquiera sumaria que acreditara su imposibilidad económica para cancelar la caución que le fue impuesta en la sentencia condenatoria, debió acudir a sus facultades oficiosas y en tal sentido, por considerarlo racional, necesario y determinante para resolver, dispuso entre otras, la realización de la mencionada visita
. 

Como quiera que el Centro de Servicios Judiciales de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, cuenta con los servicios profesionales de una Trabajadora Social, fue precisamente esta profesional, quien se encargó de realizar la diligencia requerida, la cual arrojó como resultado el informe presentado el nueve (9) de febrero de 2009
.

Contrario a lo manifestado por el recurrente, la ley no prevé que de dicho informe socio-familiar deba dársele traslado a quien como en este caso está solicitando un cambio de caución, puesto que el mismo constituye un concepto profesional que puede llegar a orientar la labor del Juez a la hora de adoptar una decisión respecto a la solicitud que se le ha puesto de presente. Pero ello no significa en modo alguno, que se trate de un documento reservado a las partes, todo lo contrario, constituye pieza integral del expediente y en cualquier momento puede ser revisado por el condenado o su abogado defensor, en caso de haber manifestado su interés al respecto. Por manera que esa circunstancia no puede servir de excusa para sustentar una pretensión que busca el decrete una nulidad que a todas luces aparece como impertinente e innecesaria; con mayor razón cuando: (i) en tratándose de una diligencia lo que procede no es la nulidad sino la declaratoria de inexistencia en caso de violar preceptos legales, y (ii) el acto mismo no tiene vicio alguno y lo que se ataca es la no puesta en conocimiento del mismo para efectos de ejercer su contradicción.
En tal sentido, la falta de traslado del estudio socio-familiar cuestionado no constituye vulneración alguna al derecho al debido proceso del que es titular el señor ARNULFO GUTIÉRREZ GONZÁLEZ, entre otras cosas, porque el juez ejecutor no hizo nada distinto a emplear los recursos de los cuales disponía para un mejor proveer. 

Ahora, en lo que hace con la presunta temeridad en la información consignada en el estudio social familiar presentado por la Trabajadora Social del Despacho, se puede constatar que el Juez Primero de Ejecución de Penas, antes de pronunciarse sobre la petición de cambio de caución presentada por el apoderado de los señores MARÍA LILIA GONZÁLEZ DE GUTIÉRREZ, SILVIO ORTIZ ARTEAGA y ARNULFO GUTIÉRREZ GONZÁLEZ, tomó las medidas necesarias tendientes a procurarse un conocimiento que le permitiera descubrir la verdadera situación en la que se encontraban los condenados, y como los dos primeros tenían establecido su domicilio en la ciudad de Armenia (Qdío), dispuso comisionar a sus homólogos en esa capital para que la Trabajadora Social de esos despachos, realizara la visita correspondiente. 

Recibida la información solicitada por el Juez, entre las que se encontraba el informe rendido por la Trabajadora Social de Armenia (Qdío.), el señor juez  a quo consideró que efectivamente los otros condenados carecían de la capacidad económica suficiente para cancelar el valor de la caución impuesta por el fallador sin que se afectara su derecho a un mínimo vital, y en tal sentido, dispuso el cambio del pago de la caución prendaria por la juratoria. Pero situación distinta ocurrió con el señor GUTIÉRREZ GONZÁLEZ, porque si bien se siguieron los mismos lineamientos adelantados en el caso de sus dos compañeros de causa, se establecieron diferencias económicas sustanciales que generaron consecuencias adversas.

En este punto, resulta curioso el cuestionamiento que realiza el apelante respecto del informe presentado por la Trabajadora Social de los Juzgados de Ejecución de Penas de Pereira, toda vez que el mismo es claro, concreto y fue allegado al expediente a petición del juez y en término oportuno, además de haber sido realizado por una persona idónea para ello. De igual modo, es de presumirse que si la empleada pertenece a la nómina del despacho, es porque necesariamente cumple con los requisitos que la ley exige para el desempeño del cargo y actúa de manera imparcial, pues su único interés es rendir un informe, no beneficiar o perjudicar a alguien, como lo quiere hacer ver el apelante.

No se vislumbra en el trámite y menos en el resultado de la visita social familiar cuestionada, características que permitan afirmar las irregularidades que alegada el defensor, entre otras razones porque no existe siquiera un conato de duda que ponga en entredicho la rectitud en el obrar de la empleada encargada de realizar el multicitado informe. Otra cosa es, que ese reporte no sea conveniente a los intereses del señor GUTIÉRREZ GONZÁLEZ, y que muy a pesar de los esfuerzos del defensor no se haya logrado desvirtuar su contenido.

Por último, en lo que concierne con el pretendido problema de valoración probatoria por faltar a las reglas de la sana crítica según lo sostiene el apelante, debe decirse que de conformidad con lo establecido en el artículo 238 del Código Procedimiento Penal -ley 600 de 2000-: “Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica. El funcionario judicial expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba”. Por lo tanto, si por sana crítica entendemos la libre apreciación probatoria que tiene el Juez bajo parámetros de estricta razonabilidad, ponderación y buen juicio, no puede ser de recibo el reproche que pone de presente el recurrente, por cuanto la decisión atacada presenta un análisis probatorio que permite vislumbrar la existencia de un estudio concreto de la prueba recolectada, misma que como ya se dijo es coherente y tiene plena validez.

Si algo quedó claro en la actuación, y así lo dejó consignado el juez a quo,  es la capacidad económica del señor GUTIÉRREZ GONZÁLEZ para cancelar una caución por valor de un salario mínimo legal mensual vigente. Su actual empleo le brinda la oportunidad de hacerlo, sin que ello implique la disminución de su patrimonio, hasta el punto de llegar a afectar su derecho a un mínimo vital, cosa que como ya se vio, no sucedió con los otros sentenciados cuyas condiciones son bien diferentes.

La ley previó la caución prendaria como una forma de asegurar la comparecencia al proceso del sujeto investigado, de manera tal que el monto del depósito lo fija el Juez de acuerdo con las condiciones económicas del sindicado y la gravedad de la conducta, suma que no podrá exceder los mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes
. En ese sentido, la labor del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad es velar porque el cumplimiento de la pena se haga efectivo y ese precisamente fue el sentido de la decisión adoptada, en tanto es requisito que se cancele el dinero como garantía de que se cumplirán las obligaciones inherentes al beneficio otorgado.  

En conclusión, el reproche del libelista se limitó a atacar sin éxito el resultado de la visita social familiar practicada por la Trabajadora Social de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, motivo por el cual se impone la confirmación del auto confutado. 

5.- DECISIÓN  

En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia recurrida. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Folio 49. Auto que decretó pruebas


� Folios 91 a 93 visita socio-familiar


� Código Procedimiento Penal. Ley 600 de 2000. Artículo 369. DE LA CAUCION PRENDARIA. Declarado Inexequible parcialmente por la sentencia C-316 de 2002.
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